
 

TRIBUNAL DE INSTANCIA 
SECCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

PLAZA N º 4 
CÓRDOBA 

 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

AUTOS: 336/2025 
 

SENTENCIA  N   º 88/2026 
 
 Córdoba, 23 de Marzo de 2026 
 
 Vistos por XXXXXXXXXXXXXX, Juez que sirve LA PLAZA n º  4 de Córdoba y 
su partido, los presentes autos de procedimiento abreviado seguidos con el ordinal 336/2025 
entre partes; PARTE RECURRENTE: D ª XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
representada por la procuradora D ª XXXXXXXXXXXXX y defendida por el letrado D. 
XXXXXXXXXXXXXX PARTE RECURRIDA ADMINISTRACIÓN DEMANDADA: 
DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE CÓRDOBA corporación representada y defendida por el 
letrado  de  los  servicios  jurídicos  de  la  Diputación  Provincial  de  Córdoba;  teniendo  por 
objeto, ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA QUE SE RECURRE: (…) a) Acuerdo del Tribunal 
de Selección del Proceso para la Cobertura de 8 plazas de Técnico/a de Administración General incluídas en 
las Ofertas de Empleo Público de 2020,2021 y 2023, incluído en el anuncio del día 23 de mayo de 2025 por el 
que se publicaban en el Tablón de Edictos Electrónico puntuaciones de los aspirantes que superaron el tercer 
ejercicio  de  la  oposición,  puntuaciones  totales  y  se  realizaba  propuesta  de  nombramiento  en  las  plazas 
convocadas, cuyas bases se publicaron en BOP de Córdoba núm. 220, de 20 de noviembre de 2023.  
 b) Resolución de 9 de septiembre de 2025, que se acompaña al presente escrito como documento nº 
2, por la que se desestima el Recurso de Alzada interpuesto por mi representada frente al acuerdo 
referenciado en la letra anterior (…)  
 

HECHOS 
 
 Primero.- La actora formuló demanda en la que tras alegar hechos y derecho, solicitó 
sentencia  que  la  estime  en  su  integridad,  declarando  la  nulidad,  o  subsidiariamente, 
anulabilidad  de  dichos  actos,  y  en  consecuencia,  se  estime  el  recurso  de  alzada  de  esta 
parte, anulando el Acuerdo del Tribunal de Selección del Proceso y las ulteriores 
actuaciones administrativas derivadas de dicho acto, reconociendo el derecho de la 
recurrente  a  que  su  puntuación  correcta  sea  en  la  pregunta  3  una  puntuación  superior  a 
0’20,  que  salvo  mejor  criterio  debería  ser  de  1  punto,  en  el  caso  de  la  pregunta  7  una 
puntuación superior a 0’30,que salvo mejor criterio debería ser de 0,50 y en la pregunta 8 
una puntuación superior a 0, salvo mejor criterio de 0,30, lo que conlleva una calificación 
de  5,70  como  mínimo  y  subsidiariamente  mejore  las  calificaciones  efectuadas  a  dichas 
preguntas acorde al criterio razonado que consideren ajustado a derecho, resultando una 
puntuación final que tenga a la actora entre las ocho mejores calificaciones y por tanto por 
superada la oposición, nombrándola funcionaria con efectos desde que se produjeron para 
los que fueron nombrados en su momento, con cuanto más fuera procedente en Derecho 
 Segundo.-  La  demanda  se  admitió  a  trámite  y  el  día  señalado  se  celebró  vista  de 
juicio compareciendo las partes alegando lo que a su derecho convino. 
 Tras la práctica de la prueba y conclusiones de la parte quedaron los autos conclusos 
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para dictar sentencia 
 Tercero.- La cuantía del recurso quedó fijada en indeterminada. 
 Cuarto.- la administración se opone solicitando sentencia por la que se inadmita el 
presente recurso contencioso administrativo y, subsidiariamente lo desestime íntegramente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 1.- El objeto de recurso lo constituye la asignación de puntuación en un ejercicio del 
proceso  selectivo  DE  LA  CONVOCATORIA  PARA  LA  PROVISIÓN  EN  PROPIEDAD 
COMO PERSONAL FUNCIONARIO DE CARRERA DE OCHO PLAZAS DE 
TÉCNICO/A DE ADMINISTRACIÓN GENERAL, (1 reservada a personas con 
discapacidad) al servicio de la Diputación, pertenecientes a la plantilla de personal 
funcionario y correspondientes a las Ofertas de Empleo Público de 2020, 2022 y 2023   
 
 2.- El recurso explica que en el primer examen obtuvo 8,725, en el segundo 6,48 y en 
el tercero 4,45.  
 Sólo  0,55  centésimas  más,  la  calificación  definitiva  la  calificación  (no  inferior  a 
20,205) la hubiera ubicado entre las 8 mayores y hubiera sido propuesta para una plaza.  
 
  Invoca una incorrecta puntuación de las preguntas 3, 7 y 8 del tercer ejercicio y que 
daría lugar a superar ese límite de 0,55 centésimas.  
 Expone  que  no  hubo  un  acta  de  revisión  sino  una  comparecencia  basada  en  la 
deferencia del tribunal. Expone que es posible revisar la discrecionalidad técnica del tribunal 
por error o arbitrariedad y no basta con expresar puntuaciones siendo necesario motivar las 
razones que motivaron una concreta calificación. Deben aparecer las fuentes de información 
sobre las que va a operar el juicio técnico, los criterios de valoración para llegar al mismo y 
las  razones  por  las  que  la  aplicación  de  esos  criterios  valorativos  conduce  a  la  concreta 
puntuación y calificación.  
 
 La pregunta tres la recurrente contestó correctamente los cinco razonamientos 
exigidos por el tribunal calificador siendo erróneo calificar con 0,2 en lugar de 1. La actora 
incorporó  en  su  respuesta  elementos  que  no  tenían  reflejo  en  la  hoja  del  tribunal,  el 
mantenimiento  del  quorum  para  la  validez  de  las  distintas  votaciones,  contemplando  la 
eventualidad  de  un  empate  a  votos  siendo  errónea  la  consideración  del  tribunal  sobre  el 
número de posibilidades.  
 Comparado con otros participantes la argumentación utilizada por la actora es muy 
similar  a  la  de  los  demás  aspirantes  con  superior  nota  obteniendo  hasta  0,80  centésimas 
menos. 
 El tribunal juega con disparidad de criterios, corrigiendo sus miembros por separado 
para luego poner en común y aprobar por unanimidad, y no demorar el proceso, sin que esta 
parte ponga en cuestión la legitimidad de dicha actuación, pero sí en todo caso la 
arbitrariedad de considerar unas veces una cosa y otras veces otra en función del mayor o 
menor rigor del corrector. Invoca interdicción de la arbitrariedad.  
 
 Alega  calificación  incorrecta  en  la  pregunta  número  siete  de  la  prueba.  El  tribunal 
concedió  0,35  puntos.  Los  elementos  esenciales  requeridos  por  el  tribunal  calificador  se 
contienen: la descripción de la conducta contraria a derecho, la tipificación como falta muy 
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grave de dicha conducta y los elementos esenciales del procedimiento sancionador.  
 Comparado  con  otros  participantes  se  alcanza  la  conclusión  de  la  concesión  muy 
restrictiva de puntuación. Merece como mínimo 0,50 puntos 
 
 De la misma forma alude a la incorrección de la pregunta 8 de la prueba. Se concede 
0 puntos. La hoja de respuestas del tribunal determina una conclusión similar a la que ofrece 
la respuesta de la actora a pesar de no conceder puntuación alguna.  
 La  comparación  con  otros  aspirantes  ofrece  la  pauta  de  no  penalizar  a  quienes 
mencionan normas improcedentes. No es necesario reproducir en la contestación un 
elemento de hecho contenido en el enunciado a pesar de lo cuál se la penaliza por no hacerlo. 
Debería considerar al menos 0,30 sin perjuicio de otras consideraciones.         
  
 3.- La administración alega constancia en el acta 38 dar cumplimiento a las 
solicitudes  de  revisión  del  tercer  ejercicio  solicitadas  por  cuatro  aspirantes,  entre  ellas  la 
actora habiéndose facilitado previamente la información solicitada. Se hace constar que el 
tribunal ofreció a cada una información relativa a su ejercicio con motivación y explicación 
de la puntuación.  
 Se  solicita  una  revisión  de  puntuación  por  parte  del  Juzgado  para  conceder  la 
solicitada, una mejora e incluso un nombramiento como funcionaria lo que está vedado al 
Juzgado.  
 
 Invoca la discrecionalidad técnica del tribunal calificador sobre la base de opiniones 
y juicios de valor sin que se acredite error manifiesto ni arbitrariedad. No puede acudirse a 
razonamientos complejos o a opiniones personalísimas para cuestionar la decisión que es lo 
que  sucede  en  este  caso.  Tampoco  se  acredita  una  aplicación  desigual  o  arbitraria  de  los 
criterios de corrección entre los distintos opositores.  
 
 Invoca  la  base  9  apartado  c)  para  la  calificación  del  tercer  ejercicio  de  forma  que 
tratándose de un supuesto práctico el tribunal no debía valorar una respuesta correcta sino los 
aspectos  reflejados  en  las  bases  conforme  a  los  criterios  reflejados  en  el  acta  29.  La 
resolución recurrida da respuesta con detalle de la confirmación de las puntuaciones siendo 
posible incluso hacerlo mediante un informe emitido en consideración al mismo.  
 
 Alega que la actuación del tribunal calificador ha sido respetuosa con las bases de la 
convocatoria  y  con  los  derechos  de  los  aspirantes  en  el  proceso  selectivo.  Siguiéndose  su 
curso con transparencia y pleno respeto a las bases aprobadas.  
 
 En relación a las calificaciones de las preguntas 3, 7 y 8; se remite al informe emitido 
por el tribunal calificador. Ni se aprecia aplicación de criterios diferentes en la corrección ni 
el  resultado  es  fruto  de  arbitrariedad  alguna  por  lo  que  el  recurso  se  limita  a  introducir 
discrepancias con las calificaciones otorgadas en base a valoraciones subjetivas.            
 
 4.- Las bases son la ley del concurso. Por todas, en sentencia de 1 de Marzo de 2013, 
el  TSJ  Madrid  reitera  una  jurisprudencia  estable  cuando  razona,  (…)  TERCERO.-  En  el 
concreto tema de valoración de los resultados de concursos y oposiciones, hemos de partir 
de la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo seguida por los Tribunales inferiores 
relativa a que las bases de la convocatoria son la Ley del concurso y del proceso selectivo y 
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vinculan  a  la  Administración  y  a  los  Tribunales  y  Comisiones  de  Selección  y  a  los 
participantes en el mismo.  
 A la hora de resolver la cuestión planteada debe partirse del derecho fundamental de 
acceder a los cargos públicos en condiciones de igualdad y de acuerdo con los principios de 
mérito y de capacidad, derecho fundamental reconocido en el art 23 de la Constitución (LA 
LEY 2500/1978).  
 Tal  derecho  fundamental  impone  que  en  las  diferentes  convocatorias  de  empleo 
público  se  establezcan  criterios  y  condiciones  de  acceso,  objetivas  y  no  discriminatorias, 
respetuosas con los principios mencionados. Tales criterios se concretan en las 
denominadas  bases  de  la  convocatoria,  auténtica  ley  del  proceso  selectivo,  y  que  en  un 
determinado procedimiento establecen los requisitos, méritos y pruebas a superar por los 
aspirantes.  
 
 Los participantes en procesos selectivos están obligados a cumplir con las bases de la 
convocatoria. 
 El  acta  29  de  10  de  Abril  de  2025,  mediante  reunión  del  tribunal  con  objeto  de 
confeccionar el tercer ejercicio, tras la elaboración de los supuestos prácticos, su precinto, se 
dejan las siguientes constancias:  
 
 (…) durante el desarrollo de la sesión, es objeto de análisis como de fijación las referencias, pautas 
y parámetros a tener en cuenta en la corrección del ejercicio, criterios que se elaboran de forma conjunta y 
que han de ser complementados con lo previsto en el párrafo 4 de la base 9 c) de las que rigen el proceso 
quedando  incorporados  a  la  presente  como  anexo  II   (…)  Al  folio  116  consta  el  anexo  II,  en 
particular los criterios de corrección a aplicar a la pregunta 3 (folio 120 de la parte dos del 
Expediente administrativo) , a la pregunta 7 (folio 122 de 200 de la parte dos) y a la pregunta 
8 (página 123 de 200 de la parte dos).   
 
 La base 9, en relación al tercer ejercicio (folio 18 del expediente administrativo) (…)   
c) Tercer ejercicio El ejercicio tendrá carácter eliminatorio y consistirá en desarrollar por escrito durante el 
plazo que determine el Tribunal y, en todo caso, con una duración máxima de 4 horas, la resolución de un 
supuesto práctico, a elegir entre dos, propuestos por el Tribunal y relacionados con las materias especificas 
del Anexo II de esta convocatoria, informándose a las personas aspirantes de la duración al inicio del mismo.  
 Se calificará de 0 a 10 puntos, siendo necesario obtener para superarlo una calificación mínima de 5 
puntos.  La  calificación  final  se  obtendrá  mediante  el  cálculo  de  la  media  aritmética  de  las  calificaciones 
otorgadas  por  cada  miembro  del  Tribunal,  eliminando  en  todo  caso  las  puntuaciones  máximas  y  mínimas 
cuando  entre  las  mismas  exista  una  diferencia  igual  o  superior  a  4  puntos.  La  calificación  también  podrá 
obtenerse por el voto unánime de las personas asistentes con voz y voto.  
 El  Tribunal  podrá  facilitar  la  documentación  esencial  que  considere  necesaria  y/o  complementaria 
para la realización de este ejercicio, pudiendo, en su caso, las personas aspirantes utilizar los textos 
normativos que se consideren adecuados.  
 Para la calificación de este ejercicio se valorará la capacidad de análisis y la aplicación razonada de 
los  conocimientos  teóricos  a  la  resolución  de  los  problemas  planteados,  así  como  el  rigor  analítico,  la 
sistemática  y  claridad  de  ideas  para  la  elaboración  de  una  propuesta  razonada  o  la  resolución  de  las 
cuestiones planteadas, la calidad de la expresión escrita, la corrección ortográfica y gramatical y el grado de 
calidad en la presentación del ejercicio, que habrá de ser legible, claro, ordenado y coherente.  
 Para este ejercicio el Tribunal utilizará uno de los siguientes protocolos de actuación:  
 • Protocolo A. El Tribunal decidirá las materias o temas sobre los que recaerá el supuesto práctico, 
teniendo en cuenta lo dispuesto en las bases de la convocatoria, y se repartirá la elaboración de uno o varios 
supuestos entre el propio Tribunal. El día de la celebración de la prueba se sorteará el supuesto práctico que 
conformará el ejercicio.  
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 • Protocolo B. El contenido del ejercicio se elaborará el mismo día de celebración de la prueba y a 
partir de contenidos concretos formulados por el propio Tribunal en su conjunto, a cuyo fin se reunirá con 
antelación suficiente para elaborar el supuesto práctico (…) 
 
 5.- El TSJ Aragón en sentencia de 10 de Noviembre de 2025, con cita de 
jurisprudencia, explica: (…) Sobre el alcance del control de la discrecionalidad técnica debe 
destacarse que el ámbito propio de esta potestad corresponde a los tribunales de 
calificación  y  a  las  comisiones  de  selección.  Conviene  añadir  que  la  jurisprudencia,  al 
analizar cuestiones que afectan al régimen de acceso en materia de concursos y oposiciones, 
sienta los siguientes criterios plasmados, entre otras, en las STS de 17 de julio, 2 de octubre 
y 20 de noviembre de 2000: "(...) El Tribunal Calificador dispone de discrecionalidad para 
medir la calidad técnica de los ejercicios formulados, según ha declarado reiteradamente el 
Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  14  de  marzo  y  8  de  noviembre  de  1991.  Como  ha 
reconocido la jurisprudencia de este Tribunal (en el fundamento jurídico tercero de la STS 
de  20  de  octubre  de  1992  y  en  la  STS,  3ª,  7ª  de  13  de  marzo  de  1991)  los  Tribunales 
calificadores de concursos y oposiciones gozan de amplia discrecionalidad técnica, dada la 
presumible imparcialidad de sus componentes, la especialización de sus conocimientos y la 
intervención directa en las pruebas realizadas. 
 
 Los Tribunales de Justicia no pueden convertirse, por sus propios conocimientos en 
segundos  Tribunales  calificadores  que  revisen  todos  los  concursos  y  oposiciones  que  se 
celebren,  sustituyendo  por  sus  propios  criterios  de  calificación  los  que  en  virtud  de  esa 
discrecionalidad técnica corresponden al Tribunal que ha de juzgar las pruebas selectivas, 
lo  que  no  impide  la  revisión  jurisdiccional  en  ciertos  casos  en  que  concurren  defectos 
formales  sustanciales  o  que  se  ha  producido  indefensión,  arbitrariedad  o  desviación  de 
poder. 
 
 Las reglas relativas a los concursos y oposiciones han de establecerse en términos 
generales  y  abstractos,  y  no  mediante  referencias  individualizadas  y  concretas,  pues  se 
vulneraría el principio de igualdad cuando, junto a los criterios estrictamente técnicos, se 
tomarán  en  consideración  otras  condiciones  personales  o  sociales  de  los  candidatos  o 
aspirantes(...)". 
 
 Por su parte, la STS de 13 de septiembre de 2021 - ECLI:ES:TS:2021:3359 - añade 
"(...) El debido análisis de lo suscitado aconseja recordar, con carácter previo, la 
jurisprudencia sobre el significado y ámbito que ha de reconocerse a la llamada doctrina de 
la  discrecionalidad  técnica,  y  sobre  las  posibilidades  que  ofrece  el  control  jurisdiccional 
frente  a  los  actos  de  calificación  especializada  en  los  que  se  proyecta  dicha  doctrina,  en 
especial  en  lo  referente  al  nivel  de  motivación  que  les  es  exigible.  Esa  jurisprudencia, 
procedente de este Tribunal Supremo (TS) y del Tribunal Constitucional (TC), está 
caracterizada por el permanente esfuerzo de ampliar al máximo y perfeccionar el control 
jurisdiccional previsto constitucionalmente frente a toda actuación administrativa (artículo 
106.1 CE)". 
 
 La STS 12/2018 señala que la discrecionalidad técnica es susceptible de ser 
controlada judicialmente en casos de errores manifiestos, irracionalidad o falta de 
motivación suficiente, y la sentencia 1797/2020, de 17 de diciembre -recurso 312/2019- se 
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hace eco de esa doctrina en relación con la llamada discrecionalidad técnica; criterios que 
también  se  reflejan  en  la  STS  471/2023,  de  13  de  abril  -recurso  de  casación  4104/2020- 
cuando remarca que es "importante que la motivación provenga del propio órgano técnico o 
tribunal calificador que ejerce la discrecionalidad técnica, así como que se deje constancia 
del sentido de las explicaciones o razones ofrecidas". 
 
 La discrecionalidad técnica cesa allí donde no hay verdadero margen de 
apreciación,  con  la  consiguiente  ampliación  de  la  esfera  de  control  por  parte  del  órgano 
jurisdiccional,  y  así  es  doctrina  jurisprudencial  establecida  por  el  Tribunal  Supremo, 
sentencia  entre  otras,  de  15  de  noviembre  de  2024,  rec.  200/2024,  que  el  margen  de 
discrecionalidad  en  la  valoración  del  que  goza  el  Tribunal  calificador  solo  puede  ser 
revisado en los casos de arbitrariedad, error patente o desviación de poder, 
discrecionalidad  técnica,  que  no  debe  ser  sustituida  por  la  del  órgano  jurisdiccional  que 
juzga el asunto salvo en esos casos, lo que aquí no se aprecia (…)  
 
 
 El TSJ Sevilla, en reciente sentencia de 6 de Marzo de 2025 con cita jurisprudencial, 
recuerda el alcance de la discrecionalidad técnica en la siguiente medida: (…) QUINTO.- En 
cualquier caso, conviene recordar la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 marzo de 2015, 
recurso  de  casación  735/2014,  acerca  del  alcance  del  control  sobre  la  discrecionalidad 
técnica de los tribunales de calificación o comisiones de evaluación: 
 
 "1.-  La  legitimidad  de  lo  que  doctrinalmente  se  conoce  como  discrecionalidad 
técnica  fue  objeto  de  reconocimiento  por  la  STC  39/1983,  de  16  de  mayo,  que  justificó  y 
explicó su alcance respecto al control jurisdiccional con esta declaración: 
 
 "Pero no puede olvidarse tampoco que ese control puede encontrar en algunos casos 
límites determinados. Así ocurre en cuestiones que han de resolverse por un juicio fundado 
en  elementos  de  carácter  exclusivamente  técnico,  que  sólo  puede  ser  formulado  por  un 
órgano  especializado  de  la  Administración  y  que  en  sí  mismo  escapa  por  su  propia 
naturaleza al control jurídico, que es el único que pueden ejercer los órganos 
jurisdiccionales, y que, naturalmente, deberán ejercerlo en la medida en que el juicio afecte 
al marco legal en que se encuadra, es decir, sobre las cuestiones de legalidad, (...)". 
 
 2.- La jurisprudencia inicial de esta Sala, desde el mismo momento del 
reconocimiento de esa discrecionalidad técnica, ya se preocupó en señalar unos límites para 
la misma, que vinieron a consistir en la aplicación también a ella de las técnicas de control 
que significan los elementos reglados, los hechos determinantes y los principios generales 
del derecho. Así lo hizo la STS de 5 de octubre de 1989 , que se expresa así: 
 
 "Los órganos administrativos a quienes corresponde la valoración de las pruebas de 
acceso a la función pública gozan de un cierto margen de discrecionalidad en la 
apreciación  de  las  pruebas,  que  incluso  merece  la  calificación  de  técnica  no  revisable 
jurisdiccionalmente en lo que se refiere a los juicios que la Administración emita acerca de 
la apreciación de los méritos aportados o ejercicios realizados, pero ello no excluye el que 
los  Tribunales  puedan  controlar  la  concurrencia  de  los  límites  generales  jurídicamente 
impuestos a la actividad discrecional no técnica de la Administración que se refieren a la 
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competencia del órgano, procedimiento, hechos determinantes, adecuación al fin perseguido 
y  al  juego  de  los  principios  generales  del  derecho,  entre  los  que,  en  estos  casos,  cobran 
especial interés los de mérito y capacidad expresamente señalados al efecto por el artículo 
103 CE". 
 
 3.- La evolución jurisprudencial posterior, en aras de perfeccionar el control 
jurisdiccional  y  definir  los  espacios  donde  este  control  puede  operar  con  normalidad, 
completó y aclaró esos límites inicialmente enunciados mediante la distinción, dentro de la 
actuación de valoración técnica , entre el "núcleo material de la decisión" y sus "aledaños" . 
 
 El primero estaría representado por el estricto dictamen o juicio de valor técnico, y 
los  segundos  (los  aledaños)  comprenderían,  de  un  lado,  las  actividades  preparatorias  o 
instrumentales que rodean a ese estricto juicio técnico para hacerlo posible y, de otro, las 
pautas jurídicas que también son exigibles a dichas actividades. 
 
 Esas actividades preparatorias o instrumentales serían las encaminadas a delimitar 
la materia que vaya a ser objeto de ese juicio técnico, a fijar los criterios de calificación que 
vayan a ser utilizados y a aplicar individualizadamente dichos criterios a cada uno de los 
elementos materiales que constituyan el objeto de la valoración; esto es, serían los pasos 
que resultan necesarios para llegar a la estimación cualitativa finalmente contenida en el 
estricto juicio técnico. 
 
 Y  esas  pautas  jurídicas  estarían  encarnadas  por  el  derecho  a  la  igualdad  de 
condiciones  que  asiste  a  todos  los  aspirantes,  por  la  necesidad  de  que  el  criterio  de 
calificación responda a los principios de mérito y capacidad y por el obligado cumplimiento 
también del mandato constitucional de interdicción de la arbitrariedad. 
 
 La anterior distinción está presente en la STC 215/1991, de 14 de noviembre, como 
también en numerosas sentencias de esta Sala (entre otras, en las SSTS de 28 de enero de 
1992, recurso 172671990 ; de 11 de diciembre de 1995 recurso 13272/1991;15 de enero de 
1996, recurso 7895/1991; y1 de julio de 1996, recurso 7904/1990). 
 
 4.-  Un  punto  más  en  esa  línea  evolutiva  de  la  jurisprudencia  lo  representa  la 
necesidad de motivar el juicio técnico. 
 
 Como ya se ha puesto de manifiesto, uno de los aledaños de ese juicio técnico está 
representado por la obligación de cumplir el mandato constitucional (artículo 9.3 CE) de la 
interdicción  de  la  arbitrariedad  de  los  poderes  públicos  y,  en  el  criterio  de  este  Tribunal 
Supremo,  ese  cumplimiento  conlleva  la  necesidad  de  motivar  el  juicio  cuando  así  sea 
solicitado por algún aspirante o cuando sea objeto de impugnación. 
 
 Así se expresa STS de 10 de mayo de 2007, recurso 545/2002: 
 
 "(...) Tiene razón el recurso de casación en que la sentencia de instancia no enjuició 
correctamente la cuestión de fondo que le fue suscitada y en la infracción del artículo 24 de 
la Constitución que con ese argumento se denuncia. 
 

E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

Código: Fecha 24/03/2026

Firmado Por

URL de verificación Página 7/14



 

 La  doctrina  de  la  discrecionalidad  técnica  con  que  la  Sala  de  Zaragoza  justifica 
principalmente  su  pronunciamiento  no  ha  sido  correctamente  aplicada;  y  no  lo  ha  sido 
porque, en relación a la actuación administrativa para la que se ha hecho esa aplicación, no 
se ha observado el límite constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos (artículo 9.3 CE). 
 
 Como es bien sabido, dicha discrecionalidad técnica significa, por un lado, respetar 
las valoraciones de esa índole que hayan sido realizadas por los órganos cualificados por la 
posesión del correspondiente saber especializado y, por otro, admitir el margen de polémica 
o  discrepancia  que  sobre  determinadas  cuestiones  venga  siendo  tolerado  en  el  concreto 
sector de conocimientos técnicos de que se trate. 
 
 Pero  una  cosa  es  el  núcleo  del  juicio  técnico  sobre  el  que  opera  esa  clase  de 
discrecionalidad y otra diferente la obligación de explicar las razones de ese juicio técnico 
cuando expresamente hayan sido demandadas o cuando se haya planteado la revisión de la 
calificación que exteriorice ese juicio técnico. Esto último queda fuera del ámbito propio del 
llamado  juicio  de  discrecionalidad  técnica,  ya  que,  ante  la  expresa  petición  de  que  dicho 
juicio sea explicado o ante su revisión, la constitucional prohibición de arbitrariedad hace 
intolerable el silencio sobre las razones que hayan conducido a emitir el concreto juicio de 
que se trate". 
 
 5.- La fase final de la evolución jurisprudencial la constituye la definición de cual 
debe ser el contenido de la motivación para que, cuando sea exigible, pueda ser considerada 
válidamente realizada. 
 
 Y  a  este  respecto  se  ha  declarado  que  ese  contenido  debe  cumplir  al  menos  estas 
principales exigencias: (a) expresar el material o las fuentes de información sobre las que 
va  a  operar  el  juicio  técnico;  (b)  consignar  los  criterios  de  valoración  cualitativa  que  se 
utilizarán para emitir el juicio técnico; y (c) expresar por qué la aplicación de esos criterios 
conduce al resultado individualizado que otorga la preferencia a un candidato frente a los 
demás. 
 
 Son exponente de este último criterio jurisprudencial los pronunciamientos de este 
Tribunal  Supremo  sobre  nombramientos  de  altos  cargos  jurisdiccionales  (STS  de  27  de 
noviembre de 2007, recurso 407/2006), sobre concursos de personal docente universitario 
(STS de 19 de mayo de 2008, recurso 4049/2004), sobre convocatorias del Consejo General 
del  Poder  Judicial  para  puestos  en  sus  órganos  técnicos  (STS  de  10  de  octubre  de  2007, 
recurso 337/2004); o sobre procesos selectivos en las distintas Administraciones Públicas 
(STS de 18 de diciembre de 2013, casación 3760/2012)". 
 
 QUINTO.-  Acabamos  de  subrayar  la  notoriedad  de  la  doctrina  de  este  Tribunal 
acerca del control de la denominada " discrecionalidad técnica " aplicando a la misma las 
técnicas  de  control  de  los  elementos  reglados,  los  hechos  determinantes  y  los  principios 
generales de derecho. 
 
 Y de la doctrina destaca el paso de cumplir el mandato constitucional de interdicción 
de  la  arbitrariedad,art.  9.3.  CE,  motivando  el  juicio  cuando  así  fuere  exigido  por  algún 
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aspirante o cuando sea objeto de impugnación ( Sentencia de 10 de mayo de 2007, recurso 
545/2002, reproducida por la de 4 de junio de 2014 antes citada). 
 
 Y en la Sentencia de 18 de mayo de 2007, recurso de casación 4793/2000, 
reproducida en la de 26 de febrero de 2013, recurso de casación 2224/2012, enjuiciando 
anulaciones de preguntas tipo test por incurrir en error en su formulación se dijo FJ 4º. 
 
 El dato es la específica configuración que tienen esas tan repetidas pruebas, 
consistente en que lo único permitido al examinando es elegir una de las varias alternativas 
propuestas, sin que le sea posible un desarrollo expositivo que manifieste las razones de su 
opción. 
 
 La  meta  consiste  en  evitar  situaciones  en  las  que,  por  ser  claramente  equívoca  o 
errónea la formulación de la pregunta o de las respuestas, existan dudas razonables sobre 
cual puede ser la respuesta correcta y, por dicha razón, carezca de justificación racional 
aceptar la validez solamente de una de ellas. 
 
 Y la exigencia tiene que ser una exactitud y precisión tal en la formulación de las 
pruebas  que  haga  inequívoca  cual  es  la  respuesta  más  acertada  entre  las  diferentes 
opciones  ofrecidas,  para  de  esta  manera  evitar  esa  situación  de  duda  que  acaba  de 
apuntarse". 
 
 Lo anterior lleva a reiterar también lo dicho en el FJ Quinto de la Sentencia de 26 de 
febrero de 2013 acerca de las exigencias que han de cumplir las pruebas tipo test para que 
puedan tenerse por válidas. 
 
 Se  recalca  que  "de  la  misma  manera  que  al  aspirante  no  se  le  permite  ningún 
desarrollo explicativo de las razones de su opción, también habrá de existir una inequívoca 
correspondencia entre la pregunta formulada y la respuesta que se declare correcta entre 
las distintas alternativas enunciadas; esto es, la pregunta no podrá incluir ningún elemento 
que permita razonablemente dudar sobre la validez de la respuesta elegida como correcta 
por el Tribunal Calificador. 
 
 Lo  cual  supone  que  cualquier  error  de  formulación  en  las  preguntas  que  pueda 
generar la más mínima duda en el aspirante impondrá su anulación. " 
 
 Criterio también seguido en Sentencia de 16 de febrero de 2011, recurso de casación 
1473/2008 y en la de 16 de febrero de 2015, recurso 3521/2013. 
 
 Aquí la Sala de instancia no entendió "equivoca" la pregunta sino la respuesta para 
lo que valoró la documentación "pública" (Guía de Correos. Productos 2009) aportada por 
la recurrente y adverada por la Dirección de Relaciones Institucionales y Coordinación de 
la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos en relación al giro internacional. 
 
 Tal actuación se incluye dentro de las facultades de los órganos jurisdiccionales en 
relación al control de la discrecionalidad técnica cuya doctrina hemos reseñado 
ampliamente en fundamento anterior. Actividad respetuosa aquí con el principio de 
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igualdad  al  haber  acordado  la  revisión  de  todos  los  exámenes  en  relación  a  la  pregunta 
controvertida  y  el  nuevo  criterio  de  valoración  (  Sentencia  14  de  diciembre  2010  rec. 
Casación 1133/2008)." (…)  
 
 
 Y el TS, en sentencia 28 de Marzo de 2025 
 
 En suma, reconociendo la dificultad de la tarea que asumen los Tribunales 
califcadores de estos procesos selectivos para el acceso a la magistratura, tal como pone de 
relieve  la  Abogacía  del  Estado  en  su  escrito  de  contestación  a  la  demanda,  tendiendo  en 
cuenta la consolidada doctrina jurisprudencial de esta Sala de lo Contencioso-
Administrativo  del  Tribunal  Supremo  fijada  acerca  de  la  discrecionalidad  técnica  de  los 
Tribunales  y  Comisiones  evaluadores  de  los  concursos  y  oposiciones,  y  los  límites  de  la 
revisión jurisdiccional, al no poder este Tribunal imponer criterios de evaluación -como los 
propugnados  por  la  parte  demandante  en  este  proceso-  al  margen  de  las  bases  de  la 
convocatoria,  que  constituyen  la  Ley  del  Concurso,  y  de  los  criterios  de  prebaremación 
adoptados  por  el  Tribunal  calificador  y  aplicados  de  forma  generalizada  a  todos  los 
aspirantes,  que  se  revelen  objetivos,  racionales  y  transparentes,  en  desarrollo  de  dichas 
bases, o sustituir o alterar la lógica aplicativa de la valoración realizada por el Tribunal 
calificador,  en  el  caso  que  enjuiciamos  no  apreciamos  que  el  Tribunal  calificador  haya 
incurrido  en  error  patente,  en  discriminación  o  en  arbitrariedad,  en  la  valoración  de  los 
méritos  del  candidato  recurrente,  aunque  resulte  meditoria  la  trayectoria  profesional  del 
mismo,  una  vez  que  la  Comisión  Permanente  del  Consejo  General  del  Poder  Judicial  ha 
procedido  a  corregir  la  puntuación  otorgada  en  relación  con  los  méritos  presentados 
referidos al apartado H, respecto a las publicaciones y comunicaciones y actividad docente, 
con base en el informe del propio Tribunal calificador emitido en el procedimiento 
resolutorio del recurso de alzada. 
 
 6.-  En  el  supuesto  de  autos,  no  se  acredita  a  instancia  de  la  parte  actora,  error 
manifiesto,  irracionalidad  del  órgano  de  calificación  ni  falta  de  motivación  suficiente  por 
mor de la contestación ofrecida a la aspirante actora que lo solicitó.  
 
 Los  opositores  se  identificaron  mediante  un  código.  El  tratamiento  en  principio  ha 
sido igualitario. La determinación de la base y de los criterios elaborados para el fin de la 
realización  de  la  prueba  cuyos  resultados  son  discutidos  a  través  del  recurso,  evidencian 
hallarse  ante  un  ejercicio  práctico,  tal  es  así  que  los  opositores  aspirantes  podían  usar  los 
textos  normativos.  Tal  situación  en  coherencia  a  las  bases,  obliga  a  considerar  que  la 
calificación al ejercicio nos se basa en un sistema de concesión exclusivamente de una cifra 
numérica sino en la evaluación de una competencia que textualmente invoca la propia base 
cuando  consigna  explícitamente  «Para  la  calificación  de  este  ejercicio  se  valorará  la  capacidad  de 
análisis y la aplicación razonada de los conocimientos teóricos a la resolución de los problemas planteados, así 
como el rigor analítico, la sistemática y claridad de ideas para la elaboración de una propuesta razonada o la 
resolución  de  las  cuestiones  planteadas,  la  calidad  de  la  expresión  escrita,  la  corrección  ortográfica  y 
gramatical y el grado de calidad en la presentación del ejercicio, que habrá de ser legible, claro, ordenado y 
coherente» criterio establecido en las bases textualmente y del que no se alejan los criterios 
prestablecidos y la calificación misma aplicada por el tribunal al evaluar el ejercicio de la 
actora.  
 No se percibe, por otro lado en la redacción de la base una medida atentatoria a los 
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principios de mérito y capacidad ni se concreta razón alguna de arbitrariedad al contemplar 
la plaza convocada y la competencia que se evalúa.  
 
 Es  en  todo  caso  sólida,  la  jurisprudencia  que  prohíbe  la  sustitución  del  criterio 
establecido por el tribunal por otro que responde al subjetivo del aspirante o al del tribunal 
judicial en base a propios conocimientos. Y sobre dicha base; a la demanda de explicación, 
el tribunal calificador ha concedido motivación.  
 
 Al folio 159 de 199 de la parte 4 del expediente administrativo consta informe sobre 
el  recurso  de  alzada  formulado  por  la  actora  contra  el  acuerdo  de  calificaciones.  (…) el 
supuesto 1 que fue el elegido  (…) “responda a las siguientes cuestiones de forma razonada e indicando la 
normativa a aplicar” (…) podrían acudir provistos de textos normativos (…) 
 La pregunta 3 “en caso de que se trate de un órgano colegiado y considerando que 
todos  sus  miembros  estuviesen  presentes  en  la  sesión  ¿cuántos  miembros  como  mínimo 
tendrían que votar a favor del acuerdo, para su adopción? Indique el número de 
miembros”(…) respecto  a  la  pregunta  3  el  tribunal  se  ratifica  en  la  puntuación  otorgada  (0,20  puntos) 
(…) Nótese que el planteamiento del supuesto ofrece una serie de datos que se tienen que considerar por 
los aspirantes, como lo es la población de derecho o el hecho de que si se tratara de un órgano colegiado 
todos los miembros estuviesen presentes en la sesión. 
 La  respuesta  dada  por  la  aspirante,  en  síntesis,  consiste  en  transcribir  el  artículo  47.1  de  la  LBRL, 
indicando que este acuerdo no precisaría mayoría absoluta, sino mayoría simple, pero matizando su 
respuesta con la siguiente expresión: “(…) siempre que se cumpla con el quórum establecido legalmente que, 
en este caso, teniendo en cuenta que el artículo 204 LOREG (…) establece que le corresponden 27 diputados/as 
y que el artículo 46.2 c) de la LBRL señala que el pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio 
del mínimo legal de miembros, quedaría fijado (el quórum) en 9 miembros” 
 Sin duda la contestación dada adolece de una falta de claridad que juega en desvalor de la respuesta. 
Así,  a  la  pregunta  de  que  indique  un  número,  el  tenor  literal  de  la  respuesta  infiere  que  es  9  miembros  el 
quórum  de  votación.  Y  ningún  sentido  tiene  que  el  tribunal  interprete  que  con  9  miembros  no  se  está 
refiriendo al quórum de votación, que es lo que se pregunta, sino exclusivamente al quórum de asistencia, 
porque  se  pedía  indicar  el  mínimo  de  votos  a  favor  “considerando  que  todos  sus  miembros  estuviesen 
presentes en la sesión”.  
 Asimismo cabe indicar que cuando se produce la comparación por parte de D ª XXXXXXXXXXXXXXX
XXXXXX  con  las  aspirantes  identificadas  con  el  código  XXXX  y  XXXX  respecto  a  la  determinación  del 
número legal de miembros que componen en su caso el órgano colegiado competente (27 diputados), omite 
intencionadamente que dichas aspirantes no sólo señalan el artículo 204 de la LOREG, sino que indican que la 
composición de dicho órgano colegiado (27 diputados) está configurada legalmente en dicho precepto por el 
número de residentes de la provincia que, como dato, se da en el supuesto de hecho del caso práctico.  
 Por  la  vía  del  recurso  de  alzada  y  con  ocasión  de  la  comparación  de  su  ejercicio  con  el  de  otros 
aspirantes, hace un análisis sobre el número de votos necesario para la adopción del acuerdo en el supuesto 
de una eventual abstención o abstenciones en la votación. Pero este análisis en ningún caso aparece reflejado 
en la respuesta que dio la recurrente en su ejercicio, a diferencia de otros aspirantes, como los identificados 
con código XXXX o XXXXX. Para fundamentar que su respuesta ha sido perfecta y merece una valoración de 
1 punto, alega el recurso que la contestación válida dada por el Tribunal ha sido la de que el número de votos 
afirmativos  debe  ser  superior  al  de  negativos,  que  es  la  misma  que  ella  da  y  que  es  la  misma  que  dan  los 
aspirantes con código XXXXX o XXXXX , pero obvia que estos aspirantes sí indican un  número (14), lo cual 
revela claridad de ideas en la respuesta, y que lo hacen añadiendo la posibilidad de que se produzcan votos 
afirmativos, negativos y abstenciones (sin que efectivamente resulta exigible la elaboración de una horquilla 
detallada sobre esta circunstancia), lo que afectaría al quórum exigido para adoptar el acuerdo, análisis que es 
omitido por D ª (…) .  
 Abundando sobre la exigibilidad de la elaboración de una horquilla de posibilidades, la cuál 
efectivamente no es exigible, se deja constancia de que, en cualquier caso, no existiría nunca un centenar de 
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posibilidades, como dice la recurrente, siendo alrededor de quince como mucho.  
 Igualmente y con la finalidad de alegar que el tribunal ha penalizado en su ejercicio la referencia al 
quórum  de  asistencia  del  órgano  colegiado,  la  recurrente  trae  a  colación  la  contestación  efectuada  por  la 
aspirante identificada con código XXXXX, a la que se puntuó con 0,80 puntos, y que también hacía indicación 
al  mismo.  No  obstante,  esta  afirmación  no  es  compartida  por  el  tribunal  ya  que  no  ha  sido  objeto  de 
penalización  alguna  la  inclusión  de  este  análisis,  si  bien  al  estar  contenido  en  el  enunciado  del  supuesto 
tampoco  ha  sido  objeto  de  valoración  .  Asimismo  una  comparación  entre  la  respuesta  ofrecida  por  la 
recurrente y la contestación elaborada por la citada aspirante con código identificativo XXXXX , revela en ésta 
una  mayor  claridad  de  ideas,  pues  después  de  lo  indicado  respecto  al  quórum  de  asistencia  a  la  sesión, 
concluye a diferencia de lo señalado por parte de la recurrente que no puede determinarse un número exacto 
de votos a favor, ya que el mismo depende del número de votos negativos y de las abstenciones.  
 De todo lo expuesto anteriormente se concluye la disconformidad con lo afirmado por la recurrente 
a  la  hora  de  indicar  en  su  contestación  “se  ha  cumplido  con  la  totalidad  de  criterios  establecidos  por  el 
tribunal” dado que si bien existen algunos elementos en su respuesta de los contenidos previstos en el acta 
de sesión 29 (…) en ningún caso se encuentran todos, ya que a la ausencia de claridad de ideas antes descrita, 
la  recurrente  no  prevé  el  supuesto  de  que  se  produzcan  abstenciones  y  cómo  influiría  esta  circunstancia 
respecto al número de votos requerido para la adopción del acuerdo, circunstancia ésta que sí se encuentra 
recogida  en  las  contestaciones  de  las  personas  aspirantes  identificadas  con  códigos  XXXXX  y  XXXXX  que 
obtuvieron una puntuación de 1 punto en dicha pregunta (...) 
 
 Al  folio  165  consta  el  informe  en  relación  al  recurso  administrativo  de  la  actora 
respecto de la pregunta 7. El tribunal se ratifica en la puntuación otorgada (0,35 puntos).  
 (…) La respuesta que consta en el ejercicio de la aspirante no menciona el RD legislativo 781/1986 
de  18  de  Abril,  en  concreto  su  artículo  150,  siendo  este  precepto  esencial  para  determinar  la  prelación  de 
fuentes  normativa  aplicable  al  caso,  dado  que  el  apartado  4  del  mismo  establece  que  “la  tramitación  del 
expediente se ajustará a lo que establezca la legislación de la comunidad autónoma respectiva y 
supletoriamente el reglamento disciplinario de los funcionarios de la administración civil del Estado”, 
remitiendo  así  a  la  ley  5/2003  de  7  de  Junio,  de  función  pública  de  Andalucía    y  supletoriamente  al  RD 
33/1986 de 10 de Enero, por el que se aprueba el reglamento de régimen disciplinario de los funcionarios de 
la administración del estado, normas a las que tampoco hace referencia la aspirante. Ésta limita su 
contestación al texto refundido del estatuto básico del empleado público, lo cual revela una escasa aplicación 
razonada de los conocimientos teóricos a la resolución del problema planteado.  
 Del mismo modo se detecta que su respuesta adolece de insuficiente rigor analítico con el empleo 
incorrecto de conceptos al indicarse que se iniciará un procedimiento sancionador, cuando lo correcto sería la 
incoación de un procedimiento disciplinario. Asimismo la referencia al artículo 25.3 de la ley 40/2015 de 1 de 
Octubre    (…)  resulta  adecuada,  si  bien  no  así  la  remisión  al  procedimiento  administrativo  común  de  la  ley 
39/2015  dde  1  dde  Octubre  tomando  como  base  el  apartado  1  º  del  citado  artículo  25,  lo  que  denota  un 
desconocimiento de la normativa específica a aplicar en la materia disciplinaria.  
 La  recurrente  compara  su  respuesta  con  la  del  aspirante  XXXXX,  puntuada  con  0,50  puntos.  Alega 
que este aspirante, a pesar de mencionar la ley 5/2003 de 7 de Junio, de la función pública de Andalucía y el 
RD 33/1986, no realiza ninguna referencia a la ley 40/2015 de 1 de Octubre ni al procedimiento, considerando 
la  recurrente  que,  -en  su  opinión-  éste  “es  un  elemento  más  troncal  que  la  mención  a  la  norma  que 
simplemente replica la normativa básica sin ninguna otra innovación” . No comparte el tribunal la opinión de 
la recurrente, dado que la ley 5/2003 de 7 de Junio de la función pública de Andalucía se dicta en desarrollo 
del texto refundido del estatuto básico del empleado público y, en concreto, entre otras materias, desarrolla 
el régimen disciplinario indicando más supuestos de faltas muy graves, graves y leves (estas dos últimas no 
indicadas en el TREBEP). (…) 
 
 En  relación  a  la  pregunta  8,  el  informe  a  su  impugnación  indica  para  ratificar  la 
puntuación de cero puntos concedida (…) La breve contestación que da la aspirante a esta pregunta 
tiene un razonamiento equivocado. El acta correspondiente a la sesión n º 29 refleja que la respuesta correcta 
hace  un  recorrido  que  va  desde  la  aplicación  a  los  funcionarios  de  la  administración  local  del  régimen  de 
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incompatibilidades previsto en la ley 53/1984 de 26 de Diciembre, al amparo de lo dispuesto en el artículo 
145 del RD legislativo 781/1986 de 18 de Abril, pasando por la regla general de incompatibilidad consagrada 
en el artículo 1 de la citada ley y concluyendo con las excepciones previstas en los artículos 3 y 4 del mismo 
cuerpo legal.  
 Nada  de  eso  dice  la  respuesta  de  D  ª  XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX,  que  se  limita  a  remitirse  -
equivocadamente-  a  lo  señalado  en  la  pregunta  1  ª,  considerando  que  el  motivo  para  no  reconocer  la 
compatibilidad en el supuesto de profesor de un ciclo formación profesional es el hecho de que se superen los 
límites  retributivos  previstos  en  el  artículo  7  de  la  LIPA,  lo  cual,  en  todo  caso,  no  es  correcto  porque  este 
precepto contiene requisitos necesarios para autorizar la compatibilidad de actividades públicas, lo que hace 
presuponer que se podría compatibilizar si se cumplen entre otros estos límites.  
 Esta misma argumentación ha sido empleada por otros muchos aspirantes, incurriendo al igual que 
la recurrente en enfocar la imposibilidad de reconocer la compatibilidad desde el punto de vista del régimen 
retributivo previsto en el artículo 7 de la LIPA (como ejemplo exámenes con código XXXXX, XXXXX, XXXXX o 
XXXXX) habiéndose otorgado a todos estos aspirantes igualmente una puntuación de cero puntos.  
 Como decimos, es un razonamiento equivocado. En este caso no se puede reconocer la 
compatibilidad por la explicación que consta en el acta correspondiente a la sesión n º 29 y que llevan a que la 
regla  general  es  que  ningún  funcionario  puede  compatibilizar  dos  trabajos  en  la  administración  pública  ni 
tampoco  percibir  más  de  una  remuneración,  pero  que  la  propia  LIPA  establece  excepciones,  como  la  de  la 
docencia, pero exclusivamente centrada en profesor universitario asociado, y que tal excepción prevista en la 
propia ley, como tal, ha de ser objeto de interpretación restrictiva.  
 Centrándonos en la comparativa efectuada por parte de la recurrente, nos detenemos en la 
referencia a los ejercicios elaborados por XXXXX (0,30  puntos) y XXXXX  (0,50 puntos) , al resultar innecesario 
comparar el ejercicio efectuado por la recurrente con los elaborados por XXXXX (0,80 puntos) y XXXXX (0,70 
puntos) dado que ambos casos se produce una exposición que, si bien no recoge todo el recorrido exigido por 
el Tribunal sí resulta adecuado.  
 El  razonamiento  ofrecido  por  la  recurrente,  tal  como  se  ha  indicado  anteriormente,  no  resulta 
correcto,  a  diferencia  de  los  otros  opositores,  que  o  bien  justifican  la  imposibilidad  de  autorizar  dicha 
compatibilidad de forma adecuada apoyando dicha conclusión en los artículos 3 y 4, o bien lo hacen de una 
manera más insuficiente, pero incluyendo uno o varios de los argumentos recogidos por el tribunal (…) . Da 
respuesta  individual  y  comparada  a  otros  ejercicios,  resultando  inviable  para  la  presente 
sentencia  considerar  arbitrariedad,  desviación  de  poder  o  irregularidad  en  la  evaluación 
propia o en la que se precisa por comparación a otros ejercicios.   
 
 7.- Ubicamos el asunto entre los que generan dudas por lo que se decide no efectuar 
especial pronunciamiento en materia de costas 
 

FALLO 
 
 Debiendo desestimar el recurso formulado contra  a) Acuerdo del Tribunal de Selección del 
Proceso  para  la  Cobertura  de  8  plazas  de  Técnico/a  de  Administración  General  incluídas  en  las  Ofertas  de 
Empleo  Público  de  2020,2021  y  2023,  incluído  en  el  anuncio  del  día  23  de  mayo  de  2025  por  el  que  se 
publicaban  en  el  Tablón  de  Edictos  Electrónico  puntuaciones  de  los  aspirantes  que  superaron  el  tercer 
ejercicio  de  la  oposición,  puntuaciones  totales  y  se  realizaba  propuesta  de  nombramiento  en  las  plazas 
convocadas, cuyas bases se publicaron en BOP de Córdoba núm. 220, de 20 de noviembre de 2023.  
 b) Resolución de 9 de septiembre de 2025, que se acompaña al presente escrito como documento nº 
2, por la que se desestima el Recurso de Alzada interpuesto por mi representada frente al acuerdo 
referenciado en la letra anterior, se desestima sin efectuar especial pronunciamiento en materia de 
costas.  
 
 
 Notifíquese haciendo saber que no es firme pues contra ella cabe formular recurso 
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ordinario de apelación en el plazo de quince días antes este órgano judicial y para la Sala de 
justicia del TSJ en Sevilla, conforme al artículo 81 de la ley 29/98. 
 
 Así por ésta, sentencia que se emite por el Juez en el lugar y fecha en el 
encabezamiento signados. 
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